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Agenda Magna 

TÍTULO 

PRELIMINAR 

§ III. INTERDICCIÓN DE LA 

PERSECUCIÓN PENAL MÚLTIPLE 

«Nadie podrá ser procesado, ni sancionado más de 

una vez por un mismo hecho, siempre que se trate del 

mismo sujeto y fundamento. Este principio rige para las 

sanciones penales y administrativas. El derecho penal 

tiene preeminencia sobre el derecho administrativo». 

«La excepción a esta norma es la revisión por la Cor-

te Suprema de la sentencia condenatoria expedida en al-

guno de los casos en que la acción está indicada taxati-

vamente como procedente en este Código». 

La prohibición de persecución penal múltiple –o principio 

de proceso único o de ne bis in idem– es una garantía que 

comporta la imposibilidad de que una persona sea perseguida 

dos veces o más en razón de una misma imputación penal. 

De acuerdo con el diccionario del maestro Rafael de Pina 

Vara, el principio ne bis in ídem “niega la posibilidad legal de 
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promover un nuevo juicio sobre una cuestión ya resuelta en 

otro anterior, o de sancionar dos veces una misma infracción 

de cualquier género”. Ello indica que el principio non bis in 

ídem se muestra tanto en su perspectiva material (cosa juzga-

da) como procesal (interdicción de la persecución penal múl-

tiple). 

A N E X O  D E  J U R I S P R U D E N C I A  

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

SALA PENAL PERMANENTE 

RECURSO DE NULIDAD 

Nº 2090-2005/LAMBAYEQUE 

EL CONTENIDO Y LOS ELEMENTOS DEL NE BIS IN IDEM 

MATERIAL 

El contenido y los elementos del principio ne bis in 

idem material. Relaciones entre el Derecho penal y el 

Derecho administrativo sancionador. 

Lima, siete de junio de dos mil seis.- 

VISTOS; el recurso de nulidad interpuesto por el encausado Víctor 

Miguel Carrillo Gonzáles contra el auto superior de fojas setecientos se-

senta y cuatro, de fecha cinco de abril de dos mil cinco, que declaró infun-

dada la excepción de cosa juzgada; de conformidad con el dictamen del 

señor Fiscal Supremo en lo Penal; y CONSIDERANDO: 

Primero: Que el recurrente al formalizar su recurso de nulidad de fo-

jas setecientos setenta y siete afirma que la Sala Penal Superior vulneró el 

principio ne bis in idem, establecido en el inciso diez del artículo doscien-

tos treinta de la Ley veintisiete mil cuatrocientos cuarenta y cuatro, pues 

mediante la resolución recurrida dispuso la continuación de su procesa-

miento a nivel judicial pese a que por los mismos hechos había sido pre-

viamente sancionado administrativamente por doce meses con cese tem-

poral y sin goce de remuneraciones. 
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Segundo: Que se imputa al encausado Víctor Manuel Carrillo Gonzá-

les, Administrador de la Municipalidad Distrital de Pítipo durante el pe-

riodo de mil novecientos noventa y nueve haber adicionado a la suma de 

seiscientos setenta y siete nuevos soles la palabra dólares americanos, con 

la finalidad que la Municipalidad agraviada pague una suma mayor a la 

que realmente debía hacerlo y él apropiarse de la diferencia, que ascendía 

a mil seiscientos veinticinco nuevos soles; que, además se le atribuye que 

coadyuvó a que sus coencausados Alejandro Jacinto Muro -Alcalde de la 

Municipalidad de Pítipo- y Juan Armando Chirinos Tello -tesorero- entre-

guen al imputado Genaro Segura Azaña cheques por un valor de ciento 

ocho mil sesenta nuevos soles, y que los encausados Alejandro Jacinto 

Muro Távara y Armando Chirinos Tello proporcionen a José Carbonel 

Acosta la suma de cuatro mil nuevos soles sin que exista motivo alguno. 

Tercero: Que, como está jurídicamente consolidado, el Derecho pe-

nal no es el único medio de coacción estatal destinado a proteger bienes 

jurídicos y su actuación sólo se justifica como un medio complementario o 

subsidiario del arsenal de medios coercitivos estatuidos por el ordena-

miento jurídico porque constituye la ultima ratio en relación con los de-

más medios de control social. 

Cuarto: Que el procedimiento administrativo sancionador busca ga-

rantizar sólo el funcionamiento correcto de la Administración Pública, las 

sanciones disciplinarias tienen, en general, la finalidad de garantizar el 

respeto de las reglas de conducta establecidas para el buen orden y desem-

peño de las diversas instituciones colectivas y, como tal, suponen una 

relación jurídica específica y conciernen sólo a las personas implicadas en 

dicha relación y no a todas sin distinción, como acontece en general con 

las normas jurídicas penales; que las medidas disciplinarias constituyen la 

contrapartida de los deberes especiales a que están sometidos sus miem-

bros y el Derecho administrativo sancionador no se rige por el principio de 

lesividad sino por criterios de afectación general, de suerte que la sanción 

administrativa no requiere la verificación de lesión o puesta en peligro de 

bienes jurídicos y generalmente opera como respuesta ante conductas 

formales o de simple desobediencia a reglas de ordenación; que, en cam-

bio, el delito debe encerrar siempre un mayor contenido de injusto y de 

culpabilidad; que la lesividad o peligrosidad de la conducta y el menosca-
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bo al bien jurídico son siempre de mayor entidad en el delito con relación 

a la infracción administrativa. 

Quinto: Que el principio ne bis in idem material tiene conexión con 

los principios de proporcionalidad y de legalidad, el primero se encuentra 

vinculado a la llamada “prohibición de exceso”, esto es, sancionar más de 

una vez por el mismo contenido injusto implica imponer una sanción no 

prevista en la ley, puesto que el artículo VIII del Título Preliminar del 

Código Penal establece que la pena no puede sobrepasar la responsabili-

dad por el hecho; y, el principio de legalidad garantiza la seguridad jurídi-

ca debido que sólo se puede sancionar conductas que se encuentran tipifi-

cados previamente. 

Sexto: Que el principio de ne bis in idem contempla el contenido ma-

terial y procesal y debe contener como presupuesto un mismo hecho, 

siempre que se trate del mismo sujeto y fundamento; que, además, se 

admite la acumulación de sanciones provenientes de diferentes órdenes 

cuando ellas obedecen a diferente fundamento, es decir, si son bienes 

jurídicos distintos, si el interés jurídicamente protegido por la infracción 

administrativa sea distinto al de la infracción Penal, que, en este supuesto, 

la responsabilidad penal es independiente de la responsabilidad adminis-

trativa en que incurrió el funcionario por haber cometido graves irregula-

ridades en el desempeño de sus funciones, la existencia de un proceso 

penal no enerva la potestad de la Administración para procesar y sancionar 

administrativamente al servidor o funcionario que ha incurrido en falta 

disciplinaria porque ambos ordenamientos jurídicos cumplen distintos 

fines o sirven a la satisfacción de intereses o bienes jurídicos diferentes -

posibilidad que admite el artículo doscientos cuarenta y tres de la Ley 

número veintisiete mil cuatrocientos cuarenta y cuatro-; el procedimiento 

administrativo tiene por objeto investigar y, de ser el caso, sancionar una 

conducta funcional, mientras que el proceso penal conlleva una sanción 

punitiva que puede incluso derivar en la privación de la libertad, siempre 

que se determine la responsabilidad penal, como así lo reconoce también 

el Tribunal Constitucional en sus sentencias de fechas dieciséis de abril de 

dos mil tres, veinticuatro y veinticinco de noviembre y veintiocho de 

diciembre de dos mil cuatro, emitidas en los expedientes números veinte 

cincuenta – dos mil dos -AA/TC, veintiocho sesenta y ocho – dos mil 
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cuatro -AA/TC, veintitrés veintidós – dos mil cuatro -AA/ TC, treinta y 

uno noventa y cuatro – dos mil cuatro -HC/TC, respectivamente. 

Sétimo: Que, en el contexto expuesto cabe indicar que la sanción dis-

ciplinaria impuesta al encausado Víctor Miguel Carrillo Gonzáles, Admi-

nistrador de la Municipalidad Distrital de Pítipo, se debió al incumpli-

miento de sus funciones y a la comisión de graves faltas administrativas 

que incluso no son materia de acusación fiscal -conforme se aprecia de la 

Resolución de Alcaldía de fojas setecientos catorce-; que, en cambio, en el 

presente caso se juzga hechos con contenido penal -véase acusación fiscal 

de fojas setecientos veinticinco-, distintos a los que originaron la medida 

disciplinaria que se le impuso, razón por la cual de autos no aparece acre-

ditada vulneración alguna al principio de ne bis in idem. 

Por estos fundamentos: declararon NO HABER NULIDAD en la re-

solución de fojas setecientos sesenta y cuatro, de fecha cinco de abril de 

dos mil cinco, que declaró infundada la excepción de cosa juzgada dedu-

cida por el encausado Víctor Miguel Carrillo Gonzáles en el proceso que 

se le sigue por delito contra la administración pública – peculado y otros 

en agravio de la Municipalidad Distrital de Pítipo, con lo demás que con-

tiene; y los devolvieron. 

S.S. SIVINA HURTADO SAN MARTIN CASTRO VALDEZ ROCA LECAROS CORNE-

JO CALDERÓN CASTILLO 
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